Radicación No: 66001-31-05-005-2014-00326-01
Mery Herrera Sopo  vs Colpensiones

ORALIDAD

Providencia: 

 
Sentencia de Segunda Instancia, jueves 25 de febrero de 2016.

Radicación No: 
              
 
66001-31-05-005-2014--00326-01
Proceso: 

 
Ordinario Laboral.

Demandante:                     

Mery Herrera Sopo
Demandado:                     

Colpensiones
Juzgado de origen:         

Quinto Laboral del Circuito de Pereira

Magistrado Ponente:      

Francisco Javier Tamayo Tabares.
Tema a tratar:    
PENSIÓN DE VEJEZ/ Requisitos/ Presupuestos para extender los beneficios del régimen de transición/ Simultaneidad de semanas 

“En el caso de la señora Herrera Sopo, se tiene que de manera indudable es beneficiaria del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, dado que para la calenda de entrada en vigencia de esa norma (1º de abril de 1994), contaba con más de 35 años de edad (…)

(…) se tiene que la actora solo mantuvo su régimen de transición hasta el 31 de julio de 2010, dado que al 25 de julio de 2005 no había cotizado 750 semanas (…) Y si bien tal historia laboral reporta varios ciclos en 0 o con un total de semanas menor al período relacionado, ello no se debe a inconsistencias o yerros en la consolidación del tiempo laborado por parte de Colpensiones, sino a situaciones de simultaneidad de semanas o licencias, lo que hace que tales lapsos, como bien lo concluyó la a-quo, no puedan sumarse a efectos de consolidar los requisitos para mantener el régimen de transición más allá del 31 de julio de 2010.

Ahora, analizando el derecho pensional de la actora bajo la égida de la Ley 100 de 1993, artículo 33, modificado por la Ley 797 de 2003, la situación no varía, amén que no cumple para el año 2011, en el cual satisface el presupuesto de la edad, con la densidad de semanas exigida que eran 1.200.”

Cita. Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral, sentencia de 20 de mayo de 2015 -rad. 42.921-.
AUDIENCIA PÚBLICA:

Pereira, hoy veinticinco (25) de febrero de dos mil dieciséis (2016), siendo las once y quince de la mañana (11:15 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia los magistrados de la Sala Laboral del Tribunal de Pereira, presidido por el ponente, declaran abierto el acto, el cual tiene por objeto decidir el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida el 28 de enero de 2015 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral promovido por Mery Herrera Sopo contra Colpensiones. 
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

TRASLADO EN ORDEN Y ADVERTENCIAS: .Se les concede el uso de la palabra a los apoderados de las partes, empezando por la de la demandante, para si a bien lo tienen, presenten sus alegatos, disponiendo cada uno de un término máximo de 8 minutos. 
Escuchadas las intervenciones anteriores, si las hubo, serán tenidas en cuenta en la decisión que: 

A continuación se profiere 
SENTENCIA

Solicita la actora que se declare que Colpensiones le debe reconocer y pagar la pensión de vejez desde el 21 de enero de 2011, con su correspondiente retroactivo e intereses moratorios de que trata el canon 141 de la Ley 100 de 1993 mas las costas del proceso.

Para así pedir, expone que la actora nació el 21 de enero de 1956, que al 1º de abril de 1994 contaba con màs de 35 años de edad siendo beneficiaria del régimen de transición, que en toda su vida laboral cotizó un total de 1.116,15 semanas, que 726,16 semanas se cotizaron en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad, que a la entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005 contaba con 757 semanas cotizadas; que el 17 de junio de 2011 elevó reclamación pensional y que tal pedido fue negado y confirmado luego de agotar los recursos respectivos.

Luego de admitida la demanda, se dispuso el traslado del caso a Colpensiones, entidad que por medio de procurador judicial allegó respuesta en la que aceptó la edad de la demandante, que al 1º de abril de 1994 tenía más de 35 años de edad, la reclamación pensional y la negativa de la entidad de seguridad social; respecto a los restantes hechos indica que no le constan. Manifiesta total oposición a las pretensiones del libelo gestor del proceso y formuló como excepciones de mérito las que denominó “Inexistencia de la obligación”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios”, “Cobro de lo no debido”, “Prescripción” y “Buena fe”.

  II. SENTENCIA DEL JUZGADO

La señora Jueza de primera instancia, luego de agotar las etapas procesales que corresponden, dictó sentencia en la que declaró probadas las excepciones que propuso la entidad demandada, negó las pretensiones e impuso condena en costas a cargo de la parte demandante. Para así concluir determinó que la actora era beneficiaria del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, al contar con más de 35 años de edad al momento de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, mas sin embargo, tal régimen apenas se le aplicó hasta el 31 de julio de 2010, habida cuenta que al momento de entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005, no contaba con las 750 semanas allí exigidas para que la transición perdurara hasta el año 2014. Por esa razón, al no cumplir con los requisitos antes de la aludida fecha del año 2010, no alcanzó a concretar su derecho pensional, en los términos exigidos en el Acuerdo 049 de 1990. 

III. CONSULTA.
Es admisible la consulta de la sentencia de primer grado, atendiendo los parámetros indicados en el artículo 69 del Estatuto Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, amén que las pretensiones de la afiliada al sistema de seguridad social en pensiones resultaron completamente desfavorables.
IV. CONSIDERACIONES

1. Del problema jurídico:
¿Tiene la demandante derecho a que se le reconozca y pague la pensión de vejez, en los términos del Acuerdo 049 de 1990?
2. Desenvolvimiento de la problemática planteada.

El artículo 36 de la Ley 100 de 1993 estableció el denominado régimen de transición, en virtud del cual se ampararon las expectativas legitimas de las personas que al momento de entrada en vigencia de ese régimen legal acreditaran 35 años o más en el caso de las mujeres, 40 años o más en el caso de los hombres o 15 años de servicios o su equivalente en cotizaciones. Quien cumpliera con uno de tales exigencias, mantenía del régimen anterior que le fuera aplicable, los presupuestos de edad, tiempo de servicios o cotizaciones y el monto de la pensión.

El Acto Legislativo 01 de 2005, que modificó el artículo 48 de la Carta Política, estableció una limitación temporal al régimen de transición, estableciendo que el mismo mantenía su vigencia únicamente hasta el 31 de julio de 2010 o hasta el año 2014, si la persona al momento de entrada en vigencia del aludida acto modificatorio de la Constitución (25 de julio de 2005) contaba con al menos 750 semanas cotizadas o su equivalente en tiempo de servicios.
En el caso de la señora Herrera Sopo, se tiene que de manera indudable es beneficiaria del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, dado que para la calenda de entrada en vigencia de esa norma (1º de abril de 1994), contaba con más de 35 años de edad, lo que se constata con la copia de su cédula de ciudadanía y de su registro civil de nacimiento (fls. 13 y 14) que indican que nació el 21 de enero de 1956. 

Sin embargo, al analizar el asunto bajo los lineamientos del Acto Legislativo 01 de 2005, se tiene que la actora solo mantuvo su régimen de transición hasta el 31 de julio de 2010, dado que al 25 de julio de 2005 no había cotizado 750 semanas. A tal conclusión se llega al estudiar la historia laboral válida para prestaciones económicas que se trajo al proceso y que obra a folio 54 del expediente, en la que se evidencia que para esa data la señora Mery Herrera Sopo apenas contaba con 733,91 semanas cotizadas. Y si bien tal historia laboral reporta varios ciclos en 0 o con un total de semanas menor al período relacionado, ello no se debe a inconsistencias o yerros en la consolidación del tiempo laborado por parte de Colpensiones, sino a situaciones de simultaneidad de semanas o licencias, lo que hace que tales lapsos, como bien lo concluyó la a-quo, no puedan sumarse a efectos de consolidar los requisitos para mantener el régimen de transición más allá del 31 de julio de 2010.

Ahora, analizando el derecho pensional de la actora bajo la égida de la Ley 100 de 1993, artículo 33, modificado por la Ley 797 de 2003, la situación no varía, amén que no cumple para el año 2011, en el cual satisface el presupuesto de la edad, con la densidad de semanas exigida que eran 1.200.

Por lo tanto, tal como lo determinó la Jueza de primer grado, se deberán denegar las pretensiones de la actora.
A pesar del tino en el fondo de la decisión, encuentra indispensable esta Sala efectuar una precisión respecto a la forma como la falladora de primera instancia concretó la parte resolutiva de la providencia.

En efecto, luego de determinar en la parte considerativa de la sentencia que la señora demandante no tenía derecho a la pensión, pasó a proferir la parte resolutiva, indicando como primer punto que declaraba probadas las excepciones que propuso la entidad demandada y posteriormente, en el ordinal segundo, negó las pretensiones de la demanda.

La técnica empleada resulta incorrecta, amén que las excepciones buscan enervar un derecho existente y declarado en el fallo, por lo que si se determina que ese derecho no existe, mal hace el operador jurídico al entrar a estudiar los medios con los cuales se busca atacarlo, debiendo simplemente negar las pretensiones. Así lo determinó recientemente la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, siendo pertinente citar parte de tal pronunciamiento:

“Para resolver la controversia debe decirse que al juzgador no le es viable jurídicamente pronunciarse sobre la extinción de un derecho que no ha sido declarado, pues ello desconoce que en el marco de las obligaciones existen unas que permiten exigir su cumplimiento (civiles) y otras que pese a ser inexigibles (naturales) «cumplidas autorizan para retener lo que se ha dado o pagado en razón de ellas», entre las que se cuentan “las obligaciones civiles extinguidas por la prescripción” (artículo 1527 Código Civil)” (Sentencia SL 6380-2015. Rad. 42.921 del 20 de mayo de 2015. M.P. Elsy del Pilar Cuello Calderon) (negrillas de la Sala). 
Por lo tanto, es pertinente rememorar tanto a la a-quo, como a los restantes Jueces del Distrito en la especialidad laboral, que es indispensable que antes de entrar a estudiar la prosperidad o no de las excepciones que formula la parte pasiva del litigio, estudiar si el derecho pretendido existe.

Lo anterior conlleva a que se revoque el numeral primero de la parte resolutiva de la providencia apelada, sin lugar a adoptar decisión de sustitución, conforme a lo dicho.

Sin costas en esta instancia. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA
1. Revocar el numeral primero de la sentencia proferida el veintiocho (28) de enero de 2015 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito dentro del proceso ordinario laboral de primera instancia promovido por Mery Herrera Sopo contra Colpensiones.

2. Confirmar en todo lo demás. 

3. Sin costas
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.
Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 
   ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO 

Edna Patricia Duque Isaza
Secretaria
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